Política y sociedad en Costa Rica.

Renovación institucional costarricense de 1949.
Costa Rica acababa de terminar una guerra civil que había dividido a profundamente a la ciudadanía costarricense, y que la mantendría dividida por décadas, la Revolución del 48. Las causas de la guerra civil fueron muchas, algunas de las cuales se transformaron a lo largo de los 8 años posteriores, pero la gota que derramó el vaso fue la llegada frauduleta al poder de don Otilio Ulate, lider de la oposición nacional. 

José figueres ferrer, jefe del alzamiento armado (además jefe de acción del partido de Ulate.) con su propia visión política,  y la de muchos de sus compañeros, pertenecientes al partido social demócrata, era distinta a la visión conservadora de otros seguidores de Ulate.
Figueres y sus partidarios gobernaron el país por 18 meses como la Junta Fundadora de la Segunda República, se gobernó sin congreso, mediante decretos-leyes, introduciendo importantes cambios institucionales y normativos, por ejemplo la nacionalización de los depósitos bancarios, un impuesto temporal del 10% sobre el capital, la Creación del ICE, etc. La Junta de Gobierno tomó como base la constitución anterior de 1871, con susu reformas, como el capítulo de las garantías sociales.

En relación a los poderes ejecutivo, legislativo y judicial hizo evidente una voluntad transformadora. Igualmente importante fue la abolición del ejército como institución permanente.

Nueva estructura de los poderes tradicionales.

En lo referente a la organización y funcionamiento de los poderes públicos la constitución del 49 era completamente diferente a todas las anteriores. El prestigio del Poder Legislativo y del Ejecutivo habían resultado dañados en el período anterior a la guerra civil, y la desconfianza se reflejó en la nueva constitución, mediante limitaciones a ambos.
El poder Ejecutivo perdió fuerza en:

· Antes era ejercido exclusivamente por el presidente, ahora el presidente debe compartirlo con el ministro del ramo correspondiente tanto en la promulgación de leyes como decretos ejecutivos y en la marcha general del gobierno.

· Se dotó al consejo de gobierno de autoridad y funciones propias.

· Se dotó a la Asamblea Legislativa de facultades de control político sobre el ejecutivo, como censurar ministros, e investigar lo que se considerara oportuno.

· Se sustituyo el débil Centro de Control, por la Contraloría General de la República, para fiscalizar el gasto público y como auxiliar de la Asamblea Legislativa.

· Se creó el marco para las instituciones autónomas.

· Se separaron las municipalidades de la tutela del poder Ejecutivo.

· Se estableció el régimen del servicio civil.
· Se estableció la jurisdicción contencioso-administrativa

· Se eliminó la participación del poder ejecutivo en la organización y vigilancia de las elecciones.

· Se establece la no reelección presidencial (hasta después de 2 períodos presidenciales).

El poder legislativo se fortaleció en:

· Potestad de interpelar y censurar a los ministros.

· Potestad de investigar.

· Contraloría General de la República como órgano auxiliar.

El poder legislativo también perdió atribuciones, como:

· Eliminación de su participación en procesos electorales.

· Supresión de las elecciones de medio período

· Elección popular de los vicepresidentes de la República.

Tribunal Supremo de Elecciones.
El antecedente inmediato al TSE fue el Tribunal Nacional Electoral, creado en 1946. Una comisión de magistrados envió al secretario de gobernación un proyecto de Ley Orgánica del Registro Cívico, el eje de la reforma electoral, ya que muchos fraudes se cometian por el sistema deficiente de cedulación. El proyecto no sólo transformaba el Registro Cívico, si no que creaba un nuevo órgano, el Tribunal Nacional Electoral, que tendría 3 miembros propietarios y 3 suplentes, nombrados respectivamente por los 3 poderes. 

La Asamblea Constituyente de 1949 fue aún más allá, y creó el TSE, con cuyas atribuciones quedó sustraída la materia electoral definitivamente de la influencia de los poderes Ejecutivo y Legislativo. Este tribunal posee jurisdicción exclusiva en relación a la organización, dirección y vigilancia del proceso electoral.

Las Instituciones Autónomas.

En 1914 en la administración de don Alfredo González Flores, fue fundado el Banco Internacional de Costa Rica el cual asumió, entre otras funciones, algunas correspondientes a un banco central como emitir dinero. En 1924 se decretó el monopolio estatal sobre los seguros y se fundo el Banco Nacional de Seguros. En 1936 se creo el Servicio Nacional de Electricidad. 
En 1940, en la administración de Rafael Angel Calderón Guardia se fundó la UCR y en 1943 la Caja del Seguro Social.
Lo que se buscaba con las instituciones autónomas era permitir la ampliación administrativa del Estado en una época que requiere cada vez más la intervención de éste en lo económico y lo social, pero evitando que tal ampliación se traduzca en un acrecentamiento de la autoridad política del poder ejecutivo. (p45)

“Las instituciones autónomas gozan de independencia en materia de gobierno y administración, y sus directores responden por su gestión.”

El artículo 190 estableció la obligación de la Asamblea Legislativa de oír la opinión de las propias instituciones para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a ellas.

Más o menos a la mitad de la década de los 60 empezó a gestarse un movimiento centralizador  (un fortalecimiento del Poder Ejecutivo), modificándose el artículo 188 de la Constitución, el cual dejó de garantizar la autonomía en materia de gobierno de las instituciones autónomas. 

En 1974, la ley 5507, “Ley de Presidentes Ejecutivos”, facultaba al Consejo de Gobierno para nombrar al presidente Ejecutivo de estas instituciones. La creación de las presidencias ejecutivas “obedece a la necesidad de articular mejor las instituciones descentralizadas al plan nacional de desarrollo sobre cuyos delineamientos estamos trabajando en este gobierno” (Daniel Oduber).
Abolición del ejército como institución permanente.

De sobra se conoce la trascendencia que tuvieron las armas a lo largo del siglo XIX para la política costarricense, por lo menos hasta el final de la dictadura del General Tomás Guardia, en 1882, y después en el golpe de estado contra el presidente Alfredo González Flores, perpetrado por el General Federico Tinoco en 1917. Miguel A. Umaña Aglietti señala que hasta la época liberal de nuestra historia, inclusive, el ejército de Costa Rica continuó integrado como una agrupación de tipo miliciano, constituido por una élite de oficiales preparados y unos pocos soldados veteranos, y bajo ellos una gran masa de milicianos formada por gente del pueblo, que estaban obligados a prestar servicio militar.
Al asumir el poder la Junta de Gobierno, los conflictos no habían terminado. El expresidente Calderón preparaba una invasión con la intención de volver al poder. Figueres enfrentaba además serios problemas en el seno de la Junta por la oposición de algunos de sus miembros a la influencia de militares extranjeros de la Legión del Caribe que esperaban el apoyo de Figueres para empezar una lucha armada en sus propios países. 
La disolución del ejército facilitaría la invocación del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) para obtener la intervención interamericana en el caso de una invasión nicaragüense.

El 1º de diciembre de 1948 en el Cuartel Bellavista, Figueres declaró disuelto el Ejército Nacional.

Evolución del Sistema de partidos Políticos.

El régimen electoral de Costa Rica está normado principalmente en la Constitución Política, el Código Electoral, y la ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil. Las elecciones se efectúan cada 4 años con tres papeletas. 

Puede afirmarse que el proceso electoral en Costa Rica se realiza sin fraude y el país se ha convertido en modelo para otros al respecto, sin embargo este proceso ha sido objeto de críticas y se han hecho serias propuestas de reforma. 
El Sistema Electoral, entre otras cosas, con el sistema de cociente así como con el pago de la deuda política vigentes, limita el surgimiento de partidos políticos, al tiempo que favorece el fortalecimiento del bipartidismo.

La deuda política.
Con el propósito de impedir que el gran capital pudiera ejercer una influencia indebida en los procesos electorales, en virtud de sus aportes financieros a las campañas de los partidos, se reformó la constitución, estableciendo la obligación del estado de contribuir al pago de los gastos de los partidos para elegir los miembros del poder ejecutivo y legislativo. La contribución estatal no podía exceder del 2% del promedio de los presupuestos ordinarios de la República durante los tres años anteriores al de la elección. 
En 1971 se reformó este artículo de la constitución, estableciendo no sólo la obligación estatal de contribuir al pago de los gastos electorales de los partidos, sino también su financiamiento previo. 

Aunque ya no existe pago adelantado de la deuda política, continúa como tema controversial la cuestión del monto de la Contribución Estatal.
Innovaciones en las instituciones nacionales.
La sala Constitucional.

En 1949 se crea la Sala Constitucional o Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia. A este organismo le corresponde:

· Declarar la inconstitucionalidad de cualquier norma, así como de los actos sujetos al Derecho Público, excepto los actos jurídicos del poder judicial, la declaratoria de elección hecha por el TSE, y otros actos que determine la ley.

· Decidir sobre conflictos de competencia entre los poderes del Estado.

· Responder a consultas sobre proyectos de reforma constitucional, convenios o tratados internacionales, u otros proyectos de leyes en trámite de aprobación. 

· Conocer y decidir sobre lo recursos de habeas corpus y de amparo.

· Conocer los decretos legislativos que hayan sido vetados por el Poder Ejecutivo, si el veto se ha fundado en razones de inconstitucionalidad no aceptadas por la Asamblea Legislativa.

La defensoría de los habitantes.
Se creó inspirada en la institución del ombudsman, originada en Suecia en el siglo XVIII. Mediante la ley No. 7319 en 1992 fue creada la institución del Defensor de los Habitantes luego llamada Defensoría. 

Las atribuciones de esta institución son: 

· La defensoría es el órgano encargado de proteger los derechos e intereses de los habitantes.

· La defensoría está adscrita al Poder Legislativo, aunque sus actividades se llevan a cabo con independencia funcional, administrativa y de criterio. El defensor será nombrado por la asamblea legislativa por un período de cuatro años y con posibilidad de reelección una vez. 

· Las competencias de la defensoría son, en relación con los actos, las actuaciones materiales y las omisiones administrativas del sector público, de control de legalidad y no los sustituye. Sin embargo, la defensoría está obligada a recomendar y prevenir al órgano público de la rectificación que corresponda cuando aquella llega a tener conocimiento de la ilegalidad o arbitrariedad de una acción, o denunciar la acción ante el ministerio público.

La Iglesia Católica.
Desde el tiempo de la conquista y de la colonia, sin duda uno de los actores sociales más importantes en la vida del país, ha sido la Iglesia Católica. 

En los años 40 de este siglo, con la designación de Monseñor  Victor Manuel Sanabria como Arzobispo de San José, la iglesia asumió un papel de orientación política y social. El Arzobispo apoyó la organización sindical alternativa respaldada por el partido Vanguardia Popular, apoyó la promulgación de las garantías sociales, entre otras acciones.

Nuevos debates político-institucionales.
Democracia participativa y sostenibilidad.
Una de las características de la sociedad costarricense de hoy es la desafección y el desencanto, la pérdida de credibilidad de los ciudadanos en las promesas de los políticos.
En un esfuerzo por recuperar la confianza de la ciudadanía y darle sostenibilidad a nuestra democracia, se ha empezado a plantear la temática de una mayor participación popular en la toma de decisiones gubernamentales.

La cuestión de la reforma del estado.

La crisis económica y de deuda externa de los tempranos años ochentas en América Latina tuvo respuestas por parte de los organismos financieros internacionales mediante el establecimiento de condicionalidad para obtener el oxígeno financiero urgentemente requerido por los países deudores. Entre las condiciones propuestas estaban la reducción del tamaño del sector público y la reorientación de la economía. 

La parte que ha recibido más atención en nuestro medio es la de reducir el peso del estado en la economía nacional. El sector público ha crecido de manera desmedida, mediante el recurso del endeudamiento. Un fuerte endeudamiento interno sólo puede afrontarse de dos maneras: Reduciendo el gasto del estado, o aumentando lo ingresos (mediante impuestos). 
La reforma del Estado de Costa Rica ha tenido un fuerte componente de reducción de gasto, por medio de la “movilidad laboral”, mediante cierre de instituciones o fuciión de unas con otras. 

Así, una ambiciosa producción legislativa, acompañada de cambios en instituciones como el Banco Hipotecario de la Vivienda, La Comisión Nacional de Emergencias, el Consejo Nacional de Producción, la Dirección de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillado, El Instituto de Desarrollo Agrario, el Instituto Nacional de Aprendizaje, El Ministerio de Cultura y otros, lo mismo que la ley para cerrar el Instituto Costarricense de Ferrocarriles, El Instituto de fomento y Asesoría Municipal, para trasladar a DIDANECO al sector privado, y la fusión de instituciones forman parte de la actual reforma del Estado en Costa Rica. 
· Grupos de presión y de interés

· Asociaciones de desarrollo de la comunidad

· Sindicalismo

· Solidarismo

· Cooperativismo

